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EMPRESAS UNIPERSONALES (CONTRATOS DE FUNCIÓN 
PÚBLICA) 
EN EL MARCO DE CONVENIO PNUD-OPP-BPS 


Aspiración de inclusión en plantilla de funcionarios 
del Banco de Previsión Social 


Versión taquigráfica de la reunión realizada 
el día 17 de mayo de 2005 


(Sin corregir) 


PRESIDE: Señor Representante Doreen Javier Ibarra. 


MIEMBROS: Señores Representantes Federico Casaretto, Carlos Gamou, Guido Machado y Horacio 
Yanes. 


DELEGADA Señora Representante Daniela Payssé. 

DE 

SECTOR: 

INVITADOS: Por la Asociación de Trabajadores de la Seguridad Social (ATSS), señores Eduardo 
Fernández, Directivo; Eduardo Vincenzi y Silvia Daniela Silvera, afiliados. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Habiendo número, está abierta la reunión. 


La Comisión de Presupuestos da la bienvenida a una delegación de la Asociación de Trabajadores de la 
Seguridad Social, integrada por la señora Silvia Daniela Silvera y los señores Enrique Martín Vincenzi y 
Eduardo Fernández. 


Días pasados recibimos un dossier de ustedes que hace referencia al tema que van a plantear. 


SEÑOR FERNÁNDEZ.- Agradecemos que nos hayan recibido con tanta prontitud, teniendo en cuenta 
que es inminente la consideración de la Ley Presupuestal. 


El planteo que hacemos no es a título individual ni corporativo, sino que se enmarca dentro de lo que 
resolvió, hace tiempo, la Mesa Sindical Coordinadora de Entes. Nuestra intención aquí es precisar detalles y 
aclarar las dudas que puedan surgir respecto a la situación de los trabajadores dentro del Banco de Previsión 
Social, en el marco del convenio PNUD-OPP-BPS. No estamos planteando, entonces, nada por separado ni 
diferencial. Creemos que nuestra situación debe incorporarse a la solución general que se adopte 
oportunamente con relación a las regularizaciones de distintas relaciones laborales que hay en el Estado. 


SEÑOR VINCENZI.- Nuestros planteos se basan principalmente en las aspiraciones que tenemos de 
cara al Presupuesto. 


Somos trabajadores del Banco de Previsión Social bajo la modalidad de un convenio que tiene el Banco con 
la OPP y con el PNUD. Actualmente figuramos como empresas unipersonales, facturamos nuestros servicios 
y pagamos IVA. Entendemos que tenemos una relación de dependencia que nos habilitaría a estar dentro del 
presupuesto del Banco; inclusive, el Directorio está de acuerdo con esto. Este es un planteo que hicimos en 
diferentes ámbitos porque creemos que nos correspondería figurar como funcionarios. Nuestras tareas son 
idénticas a las de nuestros compañeros presupuestados y desde hace aproximadamente diez años hemos 
estado renovando contratos. Entendemos que ya es hora de que se regularice nuestra situación y así lograr 
una estabilidad laboral similar a la de nuestros compañeros. 


Nos gustaría saber si en la consideración del Presupuesto la Comisión va a estudiar el tema de los pasantes y 
becarios. En ese sentido, queremos que se tenga en cuenta nuestra situación y saber si la regularización va a 
ser por vía presupuestal o si se va a derogar la ley de inhabilitación de funcionarios públicos. El objetivo de 
la carpeta que les entregamos es que ustedes conozcan todo el proceso de nuestra relación laboral, que 
arranca con el motivo por el que fuimos contratados en el Banco, los concursos que dimos, etcétera. 


Estamos contratados hasta el 30 de junio y creo que el PNUD no va a renovar el contrato con el BPS. Hemos 
generado derechos por ser dependientes del Banco y actualmente cubrimos puestos estructurales que creemos 
que son necesarios porque estamos en el área de recaudación. En el transcurso de estos diez años se ha ido 
incorporado gente y hoy somos 284 trabajadores. Es necesaria una regularización para nuestra tranquilidad y 
la de nuestras familias, porque todos los años tenemos que lidiar con el hecho de saber si vamos a continuar o 
no con nuestras tareas. Además, entendemos que esta modalidad no es la correcta dentro del Estado, máxime 
cuando estamos en un órgano de contralor; precisamente, una de las tareas del Banco es fiscalizar a las 
empresas privadas para que no encubran relaciones de dependencia bajo la modalidad de contratar empresas 
unipersonales. 


SEÑORA SILVERA.- Además de lo que acaba de manifestar el compañero Vincenzi, queremos señalar 
a la Comisión que, independientemente de la relación de dependencia y de la necesidad de nuestra 
parte de la fuente laboral y la estabilidad laboral -también el organismo la tiene con respecto a nuestro 
trabajo-, en nuestro caso en particular esto no tendría un costo adicional para el Banco. Actualmente, 
en cada Presupuesto del organismo se incluye una partida presupuestal destinada al financiamiento del 
proyecto sostenido por el convenio entre el Banco de Previsión Social, la Oficina de Planeamiento y 
Presupuesto y el PNUD. Ese dinero sale del Presupuesto del Banco, se administra por parte de la 
Naciones Unidas, que cobra una comisión por la administración, y se destina a nuestras 
remuneraciones y a los gastos en que incurrimos por el mantenimiento de las empresas unipersonales, 
es decir, los relativos al IVA y a nuestra seguridad social. Nuestra inclusión en el Presupuesto del Banco 
de Previsión Social en los cargos que corresponda implicaría un costo muy inferior a la actual partida 
que se vota para el mantenimiento del citado proyecto. 


En otro orden, quiero plantear a la Comisión que estamos en esa relación de dependencia desde hace diez 
años, pero hemos sido incluidos en distintos períodos. Hay gente que está desde hace diez años, porque 
ingresó en los concursos que se realizaron entonces; otros ingresaron en concursos posteriores. Pero la 
inmensa mayoría ingresamos de esa forma. En consecuencia, entendemos -y también nuestros compañeros 
afiliados al Sindicato- que no lesionamos derechos al solicitar nuestra inclusión en la plantilla del Banco. 


SEÑOR FERNÁNDEZ.- En esta Comisión en la que, precisamente, hay que "estirar los pesos" -como 
se dice-, quiero reafirmar el concepto de que esto no implica mayor costo al que tiene asumido el 
Estado. 


Hay una realidad jurídica que nos favorece, según han expresado distintos especialistas en la materia desde el 
inicio, cuando se trató el proyecto de ley que naufragó el año pasado en la Cámara de Representantes; el 
doctor Gonzalo Aguirre fue uno de los que argumentó a favor de esta regularización, tal como nos lo han 
transmitido aproximadamente treinta legisladores que hemos visitado de todos los sectores políticos de 
nuestro país. Inclusive, algunos hasta han manifestado que se trata de legalizar lo ilegal. 


Creemos que es imperioso llegar a una solución de fondo en este tema, en el entendido de que se avecina la 
Ley Presupuestal y de que es una cuestión de derecho ya adquirido. Si el Banco de Previsión Social hoy se 
hiciera una autoinspección, no tendría más que concluir que hay una relación de dependencia con esos 
trabajadores -y no solo con ellos, aspecto al que me remitiré luego-, lo que le quita -así lo ha dicho el propio 
Presidente del Directorio actual- un poco de autoridad moral a la hora de presentarse ante una empresa y 
determinar que hay una relación de dependencia encubierta. Sabemos de las innumerables situaciones que 
hay en el Estado; no nos compete hablar de las otras. Sí podemos decir que tenemos conocimiento de que hay 
muchas formas jurídicas -parece que todos los días nos encontramos con una nueva-; pero el tema es que 
desde los sindicatos hemos planteando -y lo seguiremos haciendo- que no se comparte la visión de que haya 
relaciones laborales encubiertas cuando no son correctas aunque estén sostenidas por el orden jurídico. En 
ese marco, creemos que si mañana hubiera un reclamo de todos los trabajadores, el que se vería perjudicado 
sería el Estado desde el punto de vista económico; si tomara algún tipo de decisión que impidiera su 
regularización, también afectaría los distintos servicios que hay en las empresas del Estado en particular. Por 
ese motivo, entendemos que es el momento de tomar una decisión que permita llegar a una solución global 
que abarque todas las situaciones, atendiendo la particularidad de cada una y conociéndola en detalle; luego 
ustedes verán si se los incluye en un lado u otro. 


Como decía la compañera Silvera, el ingreso fue por concurso realizado en diferentes organismos: la 
Facultad de Ingeniería y la de Ciencias Económicas, UTU, INJU; también fue convalidado por el sindicato 
desde el inicio. O sea que tuvimos una participación activa; no se trató de algo que se hiciera a nuestras 
espaldas, sin que tuviéramos conocimiento de ello. Por lo tanto, sabemos de qué estamos hablando. 


Creo que es bueno recalcar también -la compañera Silvera lo mencionó- que los compañeros tienen plena 
conciencia de no lesionar la carrera funcional de los actuales funcionarios presupuestados quienes, 
obviamente, tienen sus derechos de hecho y legales para reclamar; no está en el tenor de sus planteos -el 
sindicato lo apoya- lesionar la carrera o los intereses de ningún trabajador ya presupuestado. 


Otro tema a señalar es que realmente nos preocupa que no haya una pronta solución en el sentido de que se 
asegure la estabilidad laboral. A nadie le resulta justo, cuando la situación es sumamente clara -a nuestro 
juicio, es así-, depender de los avatares del destino, de las coyunturas o de los escenarios políticos para ver si 
mañana tiene trabajo o deja de tenerlo. No es correcto; esa es una realidad objetiva. 


Se trata de 284 trabajadores. Entregaremos las carpetas en las que podrán ver lo que significa el porcentaje en 
ATYR Matriz -donde está el centro de la Asesoría Tributaria y Recaudación-, que es donde los compañeros 
representan un porcentaje superior al de los funcionarios presupuestados; si se sumara a los becarios, 
obviamente sería mayor. Así llegamos a otro plano, que estamos tratando de ligar a nivel presupuestal, que es 
el relativo a la renovación generacional. Hoy los trabajadores del Banco tienen un promedio de edad de 49 
años, incluyendo a los pasantes y becarios -que, obviamente, no son a los que hacemos referencia- que tienen 
entre 20 y 21 años; si no los incluyéramos, el promedio de edad sería mayor. A su vez, hay más de 360 
compañeros mayores de 60 años y 1.250 que tienen entre 50 y 59 años. Entonces, a muy corto plazo, haya 
cambio de la legislación en materia de seguridad social o no, haya retiros incentivados o no -lo que agravaría 
la situación-, muchos trabajadores se estarán retirando, y se irían mucho más rápido, si hubiera una suerte de 
solución en las tasas de reemplazo o de incentivo, lo que no nos consta que esté planteado. Sí lo planteamos 
concomitantemente como recambio generacional por una cuestión de costo; en ese sentido, hay que ver la 
real necesidad de personal del organismo. En el día de hoy, a la hora 15, tendremos una reunión bipartita con 
el Directorio que ha asumido; esperamos que se nos dé una respuesta más concreta sobre este punto: ya se ha 
expresado la voluntad de regularizar la situación. De lo contrario, entendemos que el Banco de Previsión 
Social no podrá seguir funcionando como lo hace hoy. No decimos que lo haga mal, pero tampoco funciona 
tan perfecto como quisiéramos, en base a los tiempos de respuesta que requieren los ciudadanos para obtener 
la jubilación, la pensión u otros derechos; sin duda que esto se puede mejorar. 


Hay que considerar que también tenemos 241 pasantes -aparte de los otros compañeros- desde el punto de 
vista formal, porque se los emplea por un año: a un 20% se les hace una renovación por un año más y 
después se van. Pero el punto es que están cubriendo puestos estructurales de trabajo. Entonces, de alguna 
forma se está trampeando la necesidad real de personal al tener trabajadores contratados como becarios por 

$ 5.200 por mes, desempeñando la misma tarea que compañeros que reciben un sueldo mayor. A su vez, están 
los contratados que no ganan como los becarios, ni como los presupuestados. De manera que no es correcto 
que tres personas, que están detrás del mismo mostrador, con las mismas habilitaciones de la Administración 


para hacer cualquier tarea, la misma responsabilidad y la misma carga horaria, perciban salarios diferentes. 
Además, las otras dos categorías tampoco tienen los mismos derechos que los funcionarios presupuestados. 


Por si esto fuera poco, en el área de la salud tenemos 50 suplentes -que de hecho no lo son, porque no suplen 
a nadie y trabajan todos los días- así como 75 residentes. Esta es una figura válida para los médicos, pero no 
para las enfermeras profesionales y las auxiliares de enfermería, porque en estos casos no existe el 
residentado, y se está cubriendo puestos estructurales de trabajo. Entendemos que estas situaciones también 
se deben regularizar. 


En este contexto de distintas situaciones -contratados por PNUD, pasantes, suplentes y residentes en el área 
de la salud-, tenemos 644 trabajadores. No sé si todas las soluciones pueden venir en un saco solo, pero sí 
hay algo que es real y esta confirmado -así se ha demostrado en las reuniones bipartitas que hemos tenido-: se 
trata de personal que trabaja todos los días y hace la misma tarea que un funcionario. Si mañana se les sacara 
la habilitación a los 241 pasantes, sin duda que el BPS se resentiría. En el caso de los trabajadores nucleados 
básicamente en una sola área, creo que sobran los comentarios de cómo se vería resentida la gestión. 


Por último, hay algo que hemos venido planteando; me refiero al problema de los tiempos. Se nos ha 
comentado que el Poder Ejecutivo estaría por mandar alguna iniciativa al Parlamento. En ese sentido, como 
sindicato siempre hemos planteado que cuando llegue cualquier solución la analizaremos; luego, como ha 
hecho históricamente el movimiento sindical, corresponde acudir a los parlamentarios para plantear lo que se 
entiende como justo. Si nuestro planteo coincide con lo que el Poder Ejecutivo manda en su iniciativa, no hay 
ningún problema; en caso contrario, habremos de solicitar al Poder Legislativo que legisle de la forma que lo 
entienda pertinente a fin de regularizar las situaciones de hecho. Somos conscientes de que hay muchas; 
particularmente, en la última reunión de la Mesa Sindical Coordinadora de Entes se plantearon dos o tres que 
aparecen todos los días en distintos organismos del Estado. Entonces, no puede ser que por no encontrar una 
solución global que comprenda a todos, una cantidad de trabajadores en distintas empresas y organismos del 
Estado vean retrasada la regularización de su situación. 


Se podrá tomar el tiempo necesario para analizar caso por caso, pero aquellos que se entiende que son claros 
y concretos deben tener una solución en esta instancia presupuestal. En ese sentido, debería existir una señal 
del Poder Ejecutivo o del propio Parlamento, porque las empresas del Estado presupuestan al 31 de junio de 
este año. Entonces, obviamente nuestros tiempos son diferentes que los de otros organismos del Estado que 
están dentro de la ley del Presupuesto Quinquenal. De manera que no queremos que nos gane el nerviosismo, 
pero tenemos una espada de Damocles hasta el 30 de junio, mientras esperamos para ver qué pasa, sin saber 
cuál será el futuro, porque cada uno tiene sus obligaciones naturales, como cualquier persona. Además, hay 
un derecho generado; entonces, no es justo que se siga prolongando esta situación de incertidumbre para 
todos esos compañeros. 


SEÑOR PRESIDENTE.- La Mesa quisiera informar que desde la Legislatura anterior esta Comisión 
tiene a estudio un proyecto -creo que es el mismo que figura en la carpeta que nos entregaron nuestros 
invitados- que fue votado en el Senado de la República y luego fue considerado pero no votado en la 
Cámara de Representantes. 


Hemos tomado algunas medidas sobre este particular; por ejemplo, fueron citadas para el 7 de junio 
autoridades de la Oficina Nacional de Servicio Civil y hay otro planteamiento que también se va a concretar 
inmediatamente: la invitación a COFE para que concurra a este ámbito. 


Como se ha dicho, este es un tema global y no únicamente del Banco de Previsión Social, en tanto abarca a 
distintos organismos públicos, como UTE, ANTEL, etcétera. 


Sin duda, habrá que darle una solución a este tema. De cualquier manera, los primeros pasos de la Comisión 
de Presupuestos tienen que ver con la citación a las autoridades que entienden en el tema, para saber qué 
avances hubo y cuál es su pensamiento en este momento, sin desconocer, reitero, que no es un tema 
específico del BPS sino un problema global de la Administración Pública y de los Entes Autónomos. 


Este asunto surge sobre todo de las leyes que el Parlamento votó relativas a la prohibición de ingreso de 
funcionarios públicos, con vigencia hasta 2015. Entonces, habrá que estudiar qué se hace, porque lo que 
dicen nuestros invitados es cierto: la plantilla de funcionarios va envejeciendo. En una charla mantenida hoy 


con el Ministro José Mujica, él decía que en el Ministerio de Ganadería, Agricultura y Pesca el promedio de 
edad es de 58 años. En el Banco de la República Oriental del Uruguay -donde yo trabajé- el promedio es de 
50 o 51 años; por lo tanto, algo hay que hacer al respecto. Personalmente, yo no tengo una respuesta 
concreta; como dije, me parece que primero debemos citar a las autoridades. 


En cuanto a la vía para encauzar este asunto -presupuestal, Rendición de Cuentas o una ley aparte-, eso 
también dependerá de las distintas entrevistas que mantengamos en los próximos días con las autoridades del 
Poder Ejecutivo. 


Con respecto a la otra pregunta que hacía el señor Vincenzi en el sentido de si se sacarían o no los topes para 
el ingreso a la función pública, debo decir que eso está íntimamente ligado con este tema y habrá que buscar 
una solución. 


Esto es cuanto yo puedo adelantar en este momento; el proyecto está a consideración de esta Comisión y 
existe la voluntad política de todos los sectores de encaminarlo para que este asunto quede laudado lo más 
rápidamente posible. 


En cuanto al material que nos remitieron nuestros invitados, se establece que hay 284 trabajadores en esta 
situación de convenio PNUD-BPS-OPP, y adelanto que no he terminado de leerlo todo -contiene algunas 
gráficas-, pero parecería -quisiera saber si es así- que los lugares donde se cumplen las tareas son variados. 
¿Tiene algo que ver con los trabajadores que están en la historia laboral? 


Acá hay una publicación de ATYR en la que se señala que un 58% están en ATYR y en sus distintos locales. 
Me pareció que el señor Vincenzi dijo que hacían tareas de recaudación, pero creo que las funciones son 
mucho más amplias. 


SEÑORA SILVERA.- Quiero aclarar cuál es la historia de nuestro trabajo dentro del Banco. El 
proyecto al cual hacemos referencia originalmente fue la unidad de historia laboral. El objetivo era la 
conformación de la historia laboral de todos los trabajadores del país amparados al régimen de 
seguridad social administrado por el Banco de Previsión Social. 


Cumplido el objetivo de la conformación de la historia laboral -de sus bases de datos, de su diseño y de la 
administración de esos datos-, muchos de nosotros fuimos contratados, como consecuencia de la migración 
de gente que tuvo el Banco hacia la unidad de historia laboral, para cubrir puestos en la recaudación del 
organismo. Todo ese personal que fue contratado originalmente para la formación de la historia laboral está 
hoy en día haciendo la facturación del Banco. Hubo un cambio desde el punto de vista conceptual en la 
formación de ese personal. Al inicio se trataba simplemente de la conformación de la historia laboral, o sea 
del registro mensual de los ingresos de cada trabajador. Posteriormente el Banco avanzó y, a partir de las 
nóminas que las empresas presentan con el registro de esos trabajadores se conforma la factura de los 
importes que la empresa debe pagar, tanto aportes jubilatorios como impuestos. 


Esa gente que originalmente estuvo trabajando en la unidad de historia laboral pasó a depender del Banco de 
Previsión Social. Otros siempre estuvimos trabajando dentro del Banco de Previsión Social como apoyo a la 
recaudación. En este momento somos 284 personas que trabajamos en distintas secciones o tareas dentro del 
Banco. Algunos compañeros son quienes reciben a las empresas y facturan lo que estas van a pagar; otros 
estamos en otras tareas. En el caso del compañero Vincenzi y de quien habla, estamos resolviendo los 
créditos. Cuando las empresas tributan mayor importe que el que les correspondía, llega el reclamo y 
nosotros hacemos la investigación y el análisis destinado a la devolución o acreditación de ese importe. 


Tenemos algunos compañeros que están en tareas registrales; otros en la expedición de certificados, comunes 
o especiales. 


Quiere decir que estamos asimilados a toda la estructura del Banco. Tanto es así que tenemos el caso de una 
compañera que, siendo contratada, es la que trabaja en el registro de empresas, analizando los contratos 
unipersonales que las empresas presentan, al amparo de la Ley N* 16.713. Esta compañera analiza esos 
contratos y define si corresponde o no una inspección, porque del análisis surge que es una posible relación 
de dependencia. 


SEÑOR CASARETTO.- ¿O sea que hoy esta situación está por fuera del convenio con el PNUD? Al 
lograrse el objetivo, finalizó el convenio y, por lo tanto, los funcionarios pasaron a cumplir otro tipo de 
funciones. ¿O acaso sigue en vigencia el convenio? 


SEÑORA SILVERA.- El convenio sigue en vigencia hasta el 31 de diciembre de este año. Lo que 
acontece es que nosotros tenemos dos jerarquías, una jerarquía administrativa, que sigue siendo el 
proyecto, que se encarga de la Administración, que controla nuestros horarios, y nuestras 
remuneraciones y, hace efectivo su pago. Por otro lado, funcionalmente dependemos de las jerarquías 
del Banco. Nuestros jefes son jefes, gerentes e inclusive directores técnicos. El director técnico de ATYR 
es nuestra jerarquía desde el punto de vista funcional. Las órdenes que nosotros ejecutamos provienen 
de la dirección. Ese es un tema importante y está relacionado con la existencia de la relación de 
dependencia: nosotros no trabajamos por nuestra propia determinación de la tarea. No se nos 
encomienda la ejecución de un informe como sucede, por ejemplo, cuando se contrata empresas para 
realizar una auditoría. Nosotros trabajamos en las mismas tareas que los compañeros, con contrato de 
función pública o presupuestados, y bajo las órdenes de las jerarquías del Banco. Los informes que 
sobre las empresas nosotros realizamos son firmados por personas que pertenecen a las jerarquías del 
Banco. 


SEÑOR CASARETTO.- En el caso de esas 284 empresas unipersonales, ¿reciben una remuneración y 
el aporte lo realiza cada uno de los funcionarios o hay un instituto que paga los sueldos y realiza los 
aportes de cada uno de los funcionarios? 


SEÑORA SILVERA.- Quien se encarga de realizar esos aportes es la propia Administración, por un 
convenio entre la administración del proyecto y los trabajadores. Tenemos una gestoría contratada, 
financiada por el aporte mensual de cada uno de nosotros, que se encarga de realizar nuestros pagos 
ante el BPS y la Dirección General Impositiva. Esos pagos son liquidados por la administración del 
proyecto. Lo que sí cabe señalar es que, a nuestro entender, allí tenemos un grave perjuicio. En este 
momento estamos tributando por lo que sería una empresa unipersonal y no por nuestros sueldos 
reales. En consecuencia tributamos sobre once bases fictas, cuando en realidad nuestros salarios están 
muy por encima de ese monto. 


SEÑOR CASARETTO.- Según se dice, el monto total que insumiría la absorción presupuestal sería 
inferior a lo que hoy es el costo real. ¿Ese monto total incluye los aportes? 


SEÑOR FERNÁNDEZ.- En ese costo global están incluidos los aportes a la seguridad social y el 
porcentaje del IVA. O sea que si sumamos lo que ganan los trabajadores, más el aporte como empresa 
unipersonal, más el IVA, el costo de su regularización aún sigue siendo inferior. Se da una suerte de 
paradoja: van a ganar más y el costo será inferior, porque estarán más asimilados a los sueldos que 
tenemos los funcionarios. 


Es bueno resaltar que la relación de trabajo en el BPS se tergiversó. Se inventó el fortalecimiento 
institucional de ATYR, cuando el tema historia laboral y recaudación nominada llegó a su punto culminante. 
Lo que sucede es que cuando el Banco lo fue a implementar se encontró con que no contaba con personal 
suficiente ni capacitado para realizar la tarea. 


Daré algunos datos, que siempre sirven. En el año 1997 se retiraron del Banco casi 1.300 funcionarios, de 
todos los grados y escalafones. En los últimos dos años se retiraron 600 funcionarios. Si ya en aquel 
momento era importante que estuvieran, imagínense hoy, teniendo en cuenta el retiro natural que existe en el 
Banco, que asciende al 1,5% o 2% anual, por concepto de jubilaciones, destituciones o cosas por el estilo. 


SEÑOR VINCENZI.- Hoy se hablaba del proyecto de ley considerado en la Legislatura pasada. Quiero 
decir que originariamente contaba con cuatro artículos en los que no estábamos incluidos. Hay que 
tener en cuenta que en la carpeta incorporamos el proyecto, al que se agregó un artículo 5” -luego de la 
discusión que se dio en la Comisión-, que específicamente nos nombra. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Agradecemos la presencia de la delegación. Vamos a seguir trabajando sobre 
el tema y nos pondremos en contacto en las próximas semanas. 


Se levanta la reunión. 


Montevideo, Uruguay. Poder Legislativo. 


